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PEREIRA - RISARALDA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA DE DECISIÓN LABORAL
MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, Octubre veintisiete de dos mil nueve.

Acta 0125 de octubre 27 de 2009.
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Se dispone la Judicatura a resolver, mediante este proveído, la petición de amparo constitucional invocada por el señor MILTON FABÍAN PAREJA SALAZAR actuando en su propio nombre contra el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por una presunta violación de su derecho fundamental al debido proceso.

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

· ACCIONANTE:

Milton Fabián Pareja Salazar, mayor de edad, vecino del municipio de Dosquebradas, identificado con la cédula de ciudadanía No. 18.518.540 de Dosquebradas, quien actúa en su propio nombre y representación.  
· ACCIONADO:

Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, cuya titular es la Dra. Sandra Inés Castro Zuluaga.

Se dispuso además la vinculación de la señora Lilian Patricia Cardoza, quien figuraba como demandada en el proceso ordinario de única instancia que se ataca por vía de tutela, estando representada en este caso, por abogado debidamente constituido, a quien se le reconoce personería jurídica para actuar dentro del presente asunto, en los términos del poder conferido.

HECHOS JURIDICAMENTE RELEVANTES Y ACTUACIÓN PROCESAL.

Relata el demandante en tutela, que sostuvo una relación laboral con la señora Lilian Patricia Cardoza; que a su término, esta no le canceló las prestaciones sociales y unos salarios que le adeudaban, por lo que debió acudir a la acción ordinaria laboral para lograr la satisfacción de sus derechos y garantías mínimas como trabajador.

Al momento de proferir la decisión judicial, a pesar de haberle reconocido las prestaciones sociales que le correspondían, la Jueza a-quo dejó de aplicar la sanción moratoria contenida en el artículo 65 del Código del Trabajo.

Resalta que se hizo una interpretación errónea del tal canon, pues es claro su contenido en establecer que cuando no hay pago de las prestaciones y salarios debido al momento de la culminación del vínculo laboral, se deberá un día de salario por cada día de retardo, sin embargo la Jueza entró a hacer unas elucubraciones sobre el actuar de la demandada, encontrando que su actuación no fue de mala fe o desviada.

Por tal motivo, estima que se incurrió en una “vía de hecho” por indebida interpretación de una norma, lo que está reflejando una violación, además del debido proceso, de sus derechos mínimos como trabajador.

Finalmente, critica que la Jueza haya entregado un plazo adicional para el pago de sus prestaciones.

Corolario de lo dicho, pide que declare la nulidad parcial de la sentencia proferida por ese Despacho judicial.

Avocado el conocimiento, se notificó al Despacho accionado y se dispuso la vinculación de la demandada en el proceso de única instancia, allegando ambos escritos manifestándose con los siguientes argumentos:

La titular del Despacho accionado, se manifestó por medio de escrito             –fls. 28 y 29-, arguyendo que con la decisión judicial allí proferida no se han desconocido garantías ni derechos mínimos del demandante, antes bien se le concedieron las prestaciones y demás emolumentos producto de la relación laboral. Destaca que la sanción moratoria, no es un derecho mínimo, sino que es un asunto accesorio y que requiere, para su aplicación, de un análisis respecto al actuar malintencionado del patrono, lo que impide una aplicación automática, tal como lo ha dicho la jurisprudencia.  
Por su parte, la señora Lilian Patricia Cardoza, por medio de procurador judicial, allegó contestación, manifestando que la Jueza para negar el pedido indemnizatorio, tuvo en cuenta la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. Manifiesta que ya se pagó la condena dispuesta.
Sin existir más trámites que evacuar y observándose que no existe causal alguna que vicie de nulidad lo actuado, procede esta Sala a proferir la decisión respectiva, para lo cual se apoyará en las siguientes, 
CONSIDERACIONES

Competencia. 

En virtud de lo normado en el artículo 86 de la Constitución Nacional, esta Sala es competente para conocer de la presente petición de amparo constitucional. 

Problema jurídico a resolver.
El punto en que se centrará el análisis de la Sala, tiene que ver con la procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales, por la indebida interpretación de una norma. Para la adecuada solución de este intríngulis, se torna fundamental hacer un pequeño análisis de la doctrina constitucional sobre el tema.

Delanteramente, debe precisarse que el concepto de vía de hecho, que había sido decantado por la Corte Constitucional desde sus inicios para justificar la prosperidad de las acciones de tutela contra decisiones judiciales, fue modificado por el de “causales genéricas de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales”, cambio que se gestó a partir de la sentencia de tutela 949 de 2003, con ponencia de Eduardo Montealegre Lynett, que expresó, entre otras consideraciones, las siguientes:
“Esta Corte ha redefinido dogmáticamente el concepto de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales. En esta tarea se ha reemplazado el uso conceptual de la expresión “vía de hecho” por la de “causales genéricas de procedibilidad”. Lo anterior ha sido inducido por la urgencia de una comprensión diferente del procedimiento de tutela con tal de que permita "armonizar la necesidad de proteger los intereses constitucionales que involucran la autonomía de la actividad jurisdiccional y la seguridad jurídica, sin que estos valores puedan desbordar su ámbito de irradiación y cerrar las puertas a la necesidad de proteger los derechos fundamentales que pueden verse afectados eventualmente con ocasión de la actividad jurisdiccional del Estado”.

La misma jurisprudencia constitucional ha señalado las causales o “vicios” que hacen procedente la tutela contra una decisión judicial. Dichos eventos son:

“(i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”. 

Pero además de las referidas causales, que se denominan específicas, es necesario que se verifiquen otros presupuestos genéricos para que la acción de tutela contra sentencias judiciales sea procedente, los cuales fueron fijados por el órgano guardián de la Constitución, en pronunciamiento C-590 de 2005, con los siguientes términos:
“24.  Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones[
]. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes. 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable[
]. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de esta última. 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración[
]. De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora[
].  No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la protección de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio.

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible[
]. Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus derechos.

f. Que no se trate de sentencias de tutela[
]. Esto por cuanto los debates sobre la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala respectiva, se tornan definitivas”
.(negrillas para destacar).  

Obsérvese pues, que no sólo deberá el operador jurídico en sede de tutela, entrar a verificar la ocurrencia de alguno de los defectos ya citados, sino una serie de presupuestos que, en forma previa, determinan la viabilidad de la de acción de tutela.

Ya en cuanto a los aludidos defectos, se tiene que el que se desprende a acción de tutela que da origen a este pronunciamiento, es el de indebida interpretación de una norma, que encuadra dentro del denominado defecto sustantivo, que tiene ocurrencia cuando el funcionario judicial acude a una norma que resulta inaplicable al caso concreto, bien porque esté derogada, haya sido sacada del ordenamiento jurídico por decisión judicial con efectos erga omnes, o se deja de aplicar la norma aplicable o la interpretación hecha por el operador es inaceptable desde todo punto de vista, por ir en contra de los postulados constitucionales
.

Cuando lo que se alega o debate, es la existencia de un defecto por indebida interpretación de una norma, la Corte Constitucional ha sido tajante en el sentido de que el funcionario judicial es autónomo en la toma de decisiones, que sólo está sometido al imperio de la Constitución y la Ley, por lo que el Juez de tutela no puede variar o modificar, en principio, esa interpretación, salvo aquellos casos en que haya un total desapego de la Constitución o de las leyes.

Así se ha referido el Tribunal Constitucional sobre el tema:

“(…) En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión     judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado -vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria- el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no se aparte por completo del derecho vigente o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en  principio, definir cual es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y alcance de las normas de rango legal”
.
En pronunciamiento más reciente ha dicho la Corte:

“La doctrina constitucional citada parte de la premisa de que el juez constitucional no puede invadir la autonomía interpretativa del juez de la causa pues la interpretación razonada de la ley y los conflictos hermenéuticos que existen en la comunidad jurídica no son en principio un asunto que comprometa el derecho constitucional de los derechos fundamentales. No obstante, la cuestión se vuelve constitucionalmente relevante cuando la interpretación que el juez hace de la ley resulta absolutamente arbitraria hasta el punto de que ningún criterio hermenéutico permitiría llegar a las conclusiones obtenidas en la providencia respectiva. 
 
En todo caso, cuando se trata de una tutela contra decisiones judiciales y salvo casos de evidente arbitrariedad, la parte actora tiene la carga de demostrar que la interpretación del juez es abiertamente irrazonable o arbitraria. En este sentido, se exige de quien presenta la tutela contra una decisión judicial una mayor diligencia pues el acto que impugna es nada menos que una decisión de un juez que ha estado sometida a todas las garantías constitucionales y legales existentes”
.  
Es evidente pues, el limitado campo de acción del Juez de tutela, en cuanto a la interpretación se trata, quedando a salvaguarda la independencia y autonomía del operador jurídico para darle un alcance determinado a la norma.

Antes de analizar el caso concreto, es pertinente estudiar superficialmente la indemnización moratoria y la interpretación jurisprudencial que sobre ella se ha hecho.
Indemnización moratoria, interpretación jurisprudencial.
El artículo 65 del Código Laboral, establece la denominada indemnización o sanción por mora, consistente en la imposición de una sanción equivalente a un día de salario, por cada día de retardo en el pago de las prestaciones y salarios adeudados al finalizar el contrato.
El contenido de dicha norma, ha sido objeto de múltiples pronunciamientos por parte de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en los cuales se ha decantado, entre otras cosas, que la misma no tiene un carácter automático ni inexorable, sino que es necesario elaborar un juicio de valor del actuar del empleador para no efectuar el pago en su momento oportuno. Si de dicho análisis, se puede observar que existió un ánimo dañino o lesivo en el actuar del patrono, será imponible tal indemnización, pero si el estudio arroja un resultado contrario, lo que corresponderá es la absolución por este concepto.

Vale la pena traer a colación un pronunciamiento de vieja data, pero con plena aplicabilidad en el presente, sobre el tema:

“Para la Sala la condena a indemnización moratoria no es automática ni inexorable. Para imponerla es necesario que en forma palmaria aparezca que el patrono particular o el oficial, haya obrado de mala fe al no pagar a su trabajador a la terminación del contrato de trabajo lo que le adeuda por salarios y prestaciones por estos conceptos e indemnizaciones en su caso. Pero si prueba que con razones atendibles no ha hecho ese pago, se coloca en el campo de la buena fe que lo exonera de la indemnización por mora.

Se ha insistido de manera uniforme en punto a predeterminar la causalidad de la indemnización moratoria en la mala fe y la temeridad del patrón a la par que la jurisprudencia ha erigido la buena fe, que ampara inclusive el estado de duda razonable, como eximente de aquella.

Lo anterior significa que para la Corte el elemento buena fe está implícito en las normas que consagran la indemnización por mora, y por tanto para su imposición debe siempre estudiarse el móvil de la conducta patronal. Si en ella aparece la buena fe, es decir la razón atendible para la insatisfacción de una deuda laboral, no se impondrá la sanción. Por ello que al estudiar el ataque anterior se expresó la citada indemnización ni es automática ni inexorable”
   

Ahora, analizando el carácter o naturaleza de la indemnización moratoria, es necesario precisar que la misma no es un derecho mínimo de los trabajadores que sea objeto de una protección constitucional (art. 53 C.P.) o legal (art. 13 C.S.T.), sino que se trata de una sanción que se impone a los empleadores incumplidos en el pago de lo adeudado al momento de finalizar la relación laboral. Por ello, su no aplicación en determinada decisión judicial, no quiere decir –en manera alguna- que se estén afectando derechos fundamentales o desconociendo garantías mínimas de los trabajadores.
Pasa la Judicatura a analizar el asunto sub-lite.

Caso concreto
El accionante estima como improcedente la decisión judicial adoptada por la señora Jueza Tercera Laboral del Circuito de esta capital –el 23 de septiembre de este año folios 7 y ss-, pues no se impuso indemnización moratoria por el no pago de las prestaciones en forma oportuna.
Lo primero que debe hacerse, es verificar sí se satisfacen las condiciones generales para que proceda la acción de tutela contra la decisión judicial.

Y en calzas prietas queda el asunto frente al primero de los presupuestos, esto es, la relevancia constitucional del asunto, pues como se analizó, la sanción moratoria no es un asunto especialmente amparado, sino que es un aspecto netamente accesorio y sujeto a unas condiciones específicas ya analizadas. Por ello, puede predicarse que resulta intrascendente este asunto para analizarlo por medio de esta vía constitucional. 

Sin embargo si se pasara por alto este presupuesto y dando por cumplidos, como lo están, los restantes aspectos generales, pues el actor no cuenta con otro medio de impugnación de la decisión, por tratarse de un asunto de única instancia; además, es menester destacar que la tutela se interpuso apenas 15 días después de proferido el fallo del proceso ordinario, por lo que se cumple con el concepto de inmediatez y, finalmente, se observa que en el escrito se manifiestan en forma clara las causales de violación de los derechos fundamentales mencionados, la tutela tampoco sería viable, por la sencilla razón de que la causal alegada no ha tenido ocurrencia.

En efecto, la Jueza en la decisión judicial que se ataca, no interpretó erróneamente el canon 65 de la Ley Sustantiva Laboral al establecer la improcedencia en el caso de la indemnización moratoria como lo alega el actor, antes bien, se atuvo al alcance que la jurisprudencia nacional y local le han dado a dicha regla. Se reitera que dicha indemnización no tiene carácter automático, sino que debe efectuarse una valoración de la conducta del empleador, que fue precisamente lo que hizo la dispensadora de justicia –fls. 15 y ss- y lo que la llevó a absolver por este rubro.

Tampoco puede predicarse la afectación de garantías fundamentales, por cuanto la funcionaria judicial le dio un término a la parte demandada para cumplir con las obligaciones impuestas, pues ello es perfectamente viable dentro de la actividad judicial y está dentro de la órbita de competencia del Juez.

Así las cosas, se observa que es inviable la acción de tutela en el presente caso, por lo que habrá de negarse la petición de amparo.

Por lo expresado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

FALLA:

PRIMERO: NEGAR la acción de tutela deprecada por el señor MILTON FABÍAN PAREJA SALAZAR contra el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, siendo vinculada la señora LILÍAN PATRICIA CARDOZA.

SEGUNDO: Notifíquese la presente decisión a las partes por el medio más eficaz, informándoles la posibilidad de impugnar esta decisión dentro de los tres días siguientes.
TERCERO: En el evento de que este fallo no sea impugnado se remitirá el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCIA CAICEDO CALDERON

HERNÁN MEJÍA URIBE
LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
Tema: I.- La acción de tutela procede contra decisiones judiciales, siempre que se cumplan unos presupuestos genéricos de procedibilidad y se presente alguna de las causales específicas decantadas por la Jurisprudencia constitucional.





II.- No se presenta defecto sustantivo por indebida interpretación de la norma, cuando el alcance fijado por el funcionario judicial se atiene a los postulados constitucionales y legales. Sólo cuando la interpretación resulta contraria a ellos, el Juez de tutela puede declarar la procedibilidad de la acción de amparo constitucional por afectación del debido proceso.





III.- La sanción moratoria de que trata el artículo 65 del Código Laboral, no tiene el carácter de derecho mínimo de los trabajadores, sino que es un asunto accesorio a ellos. Por ello si en determinado asunto, el operador judicial se abstiene de imponerla, no es dable alegar la afectación de tales garantías mínimas. Además, tal sanción no se puede imponer de forma automática o inexorable en todos los casos, sino que es indispensable que el operador judicial realice un análisis del actuar del empleador y, sólo le es dable imponerla en aquellos casos en que se  observe el ánimo engañoso o lesivo de éste.     








�  Sentencia 173/93. 


� Sentencia T-504/00. 


� Ver entre otras la reciente Sentencia T-315/05


� Sentencias T-008/98 y SU-159/2000


� Sentencia T-658-98


� Sentencias T-088-99 y SU-1219-01


� M.P. Dr. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO.


� Sobre los eventos que configuran un defecto sustantivo como causal de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales véanse las sentencias T-462/2003; T-295/2005; T-657/2006.


� Sentencia T-1317 de 2005


� Sentencia T-230/07


� C.S.J. Casación Laboral, sentencia de junio 5 de 1972.
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